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Hechos: Dos personas físicas promovieron juicio de amparo indirecto en el 
que reclamaron diversos actos y omisiones destinadas a autorizar y realizar el 
proyecto de ampliación del Puerto de Veracruz, aduciendo que las autoridades 
responsables no garantizaron el derecho humano a un medio ambiente sano, pues 
no evaluaron de manera integral diferentes aspectos relacionados con el impacto 
ambiental que podría ocasionar el desarrollo de dicho proyecto y su modificación 
en el Área Natural Protegida con carácter de Parque Marino Nacional denominado 
“Sistema Arrecifal Veracruzano”. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al 
considerar que las quejosas no tenían interés legítimo, en contra de esta resolución 
se interpuso recurso de revisión.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la definición y el entendimiento del principio de prevención en 
materia ambiental en relación con el deber de cuidar el medio ambiente regulado 
por el marco normativo convencional, permite una adecuada protección al medio 
ambiente, pues tiene como finalidad evitar que se causen daños al mismo.
Justificación: El principio de prevención se define como el conjunto de medidas 
destinadas a evitar que el daño ambiental se verifique. De ahí que entre este 
principio y el deber de cuidar el medio ambiente, se advierte un punto de 
conexión y una relación estrecha, por lo que se considera que la prevención es 
el fundamento de tres de las concreciones prácticas que originan el deber de 
cuidar el medio ambiente: a) contar con un sistema de evaluación de impacto 
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ambiental y el deber de someter a éste los proyectos que ocasionan efectos 
significativamente adversos contra el medio ambiente; b) crear normas de calidad 
y emisión ambientales y el deber de respetarlas; y, c) contar con un régimen 
de responsabilidad ambiental y de sancionar las conductas que atenten contra 
él, así como de perseguir la reparación del entorno en los causantes de daños, 
y su respectivo correlativo de soportar las sanciones y el deber de reparar el 
daño causado. Por otra parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
señalado que, toda vez que frecuentemente no es posible restaurar la situación 
existente antes de la ocurrencia de un daño ambiental, la prevención debe ser 
la política principal respecto a la protección del medio ambiente. Por ello, se ha 
pronunciado en torno al ámbito de aplicación de la obligación de prevención, 
en el sentido de que si bien el principio de prevención se consagró en materia 
ambiental en el marco de las relaciones interestatales, lo cierto es que atendiendo 
a la similitud de sus obligaciones con el deber general de prevenir violaciones de 
derechos humanos, la obligación de prevención se aplica para daños que puedan 
ocurrir dentro o fuera del territorio del Estado de origen. En cuanto al tipo de 
daño que se debe prevenir, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
señalado que los Estados deben tomar medidas para prevenir el daño significativo 
al medio ambiente y que su existencia debe determinarse en cada caso concreto, 
con atención a las circunstancias particulares del mismo. Asimismo, ha 
considerado que la obligación de prevención en derecho ambiental significa que 
los Estados están obligados a usar todos los medios a su alcance con el fin de 
evitar que las actividades que se lleven a cabo bajo su jurisdicción, causen daños 
significativos al medio ambiente. Además de que no se pueden detallar todas las 
medidas a adoptar para cumplir con la obligación de prevención; sin embargo, 
se han precisado ciertas obligaciones mínimas que los Estados deben adoptar 
para prevenir violaciones de los derechos humanos como consecuencia de daños 
ambientales, dentro de las cuales se encuentran los deberes de: 1) regular; 2) 
supervisar y fiscalizar; 3) requerir y aprobar estudios de impacto ambiental; 4) 
establecer un plan de contingencia; y 5) mitigar en casos de ocurrencia de daño 
ambiental.




